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los traslados forzosos por necesidad o con­
veniencia del servicio (ATC 781/1985, de 13 
de noviembre}, ni e l traslado forzoso 
impuesto como sanció n laboral (ATC 
408/1986, de 7 de mayo), ni la denegación 
de una petición de baja (ATC 19l/1991 , de 
17 de junio). Puede lícitamente exigirse la 
residencia en la demarcación de un colegio 
profesional corno requisito de elegibilidad 
para los cargos colegiales (STC 23/ 1984, de 
20 de febrero). 

La libertad de elegir residencia entraña 
la obligación para los poderes públicos de 
no adoptar medidas que restrinjan u obs­
taculicen ese derecho fundamental, pero 
ello no significa que las consecuencias de 
la fij ación de residencia hayan de ser, a 
todos los efectos, las mismas en todo el 
territorio nacional o al menos en un mis­
mo municipio. Por el contrario, la libertad 
de elegir residencia implica la de optar 
entre los beneficios y perjuicios, derechos, 
obligaciones y cargas que, materialmente 
o por decisión de los poderes públicos 
competentes, corresponden a los residen­
tes en un determinado lugar o inmueble 
por el mero hecho de la residencia, dere­
chos, obligaciones y cargas que pueden ser 
diferentes en cada caso, en virtud decir­
cunstancias objetivas y de acuerdo con lo 
dispuesto en el ordenamiento (SSTC 
8/ 1986, de 21 de enero, y 96/2002, de 25 de 
abril, y ATC 18211986, de 26 de febrero; cfi'. 
asimismo STS 11-3-86, Ar. 1523). Por lo 
tanto, «la diversidad de situaciones jurídi­
cas derivadas de las regulaciones y normas 
vigentes en las diferentes zonas del territo­
rio nacional (sean estas normas de origen 
estatal, autonómico o local) no puede con­
siderarse vulneración de la libertad de resi­
dencia, en tanto no impidan que el ciuda­
dano opte por mantener su residencia en 
donde ya la tenga o por trasladarla a un 
lugar distinto» (STC 90/1989, de 11 de 
mayo; en la misma línea, STC 96/2002, de 
25 de abril). 

BIBl.IOGRAFIA: AllELw\N HoNRUBIA, V., El dere­
cho de libre circulació11 I' residencia, en «La Cons­
titución española en el ordenamiento comuni­
tario europeo», Madrid, 1995.-GóNZÁLEZ-ThE­
VIJANO SáNCHEZ, P. J., Libertades de circulación, 
residencia, en/rada _v salida de Espal'ia, Madrid, 
1991 .-SALVADOR MARTl'IEZ, E., Las libertades de 
residencia v circulación, en SÁNCHEZ Go,ZÁLEZ, 
S., «Dogmática y práctica de los derechos fun­
damentales», Valencia, 2006. Véanse asimismo 

los manuales, obras general es y comentarios 
citados en la voz Derechos fundamentales, y 
especialmente D!Ez-P1CAZO, L. M.", Sistema de 
derechos fi111da111e111ales, 3." cd., Mad1id, 2008.­
EsPI' TE~IPLAOO, E .. La libertad de residencia v 
despla::.a111ie1110, en LórEz Gt.:ERRA, L. y otros, 
«Derecho Constitucional», I, 7." ed., Valencia, 
2007, y FER\!ÁNDEZ-MIRA'IDA, A., «Comentario al 
artículo 19», en Co111entarios a la Constilllción 
Espai'iola de 1978, dir. por ALZAGA VILLAAMIL, ó., 
t. JI, Madrid, 1997. 

J. GARCÍA TORRES 

J. L. REOUEJO PAGÉS 

DERECHO AL HONOR 

1. Precedentes, regulación constitucio­
na! y legislación de desarrollo.-Los defen­
sores de la eficacia horizontal de los dere­
chos fundamentales podrían apoyar sus 
tesis en la evolución histórica del derecho 
al honor. Como es bien sabido, los prime­
ros conflictos susci tados en relación con el 
mismo se ventilan, en los tribunales espa­
ñoles, a través de recursos civiles o penales 
instados conlra otros particulares. La pro­
tección penal del honor (de la honra en un 
primer momento) es muy temprana, 
remontándose al Código Penal de 1822. 
(arts. 699-718). Por otra parte, el Tribunal 
Supremo también vinculó prontamente los 
ataques al honor con la responsabilidad 
extraconu-actual (STS, Sala Primera, de 6 
de diciembre de 1912. Colección Legislativa 
de Espai1a. Jurisprudencia civil afio 1912-
III, pp. 582 y ss.), siendo tradicionalmente 
incluido el derecho al honor enu·e los deno­
minado derechos de la personalidad (Cas­
tán Tobeñas, José: «Los derechos de la per­
sonalidad». Revista General de Legislación 
y Jurisprudencia 1952/3, pp. 48 y ss.). 

La protección del derecho al honor se 
proyectó después en el Fuero de los Espa­
ñoles de 1945, cuyo artículo 4 establecía 
que «Los españoles tienen derecho al res­
peto de su honor personal y familiar», aña­
diendo que «quien lo ultraje, cualquiera 
que fuese su condición, incurrirá en res­
ponsabilidad» y ya, con el advenimiento de 
la democracia, adquirió rango de derecho 
fundamental en el arl. 18.1 de la Constitu­
ción Española. 

El art. 18.1 CE se limita a señalm~ en lo 
que ahora interesa, que «Se garantiza el 
derecho al honor». En las siguientes líneas 
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trataremos de desentrañar, de forma esque­
mática, Jo que el parco art. 18 .1 ha dado de 
sí en lo que atañe al derecho al honor, rea­
lizando una valoración crítica sobre el 
legado que se desprende de la doctrina y 
jurisprudencia vertida en relación con este 
derecho fundamental. 

Para el estudio de dicha cuestión debe­
remos tomar en consideración Ja Ley Orgá­
nica 1/1982, de 5 de mayo, de Protección 
Civil del Derecho al Honor, a la Intimidad 
Personal y Familiar y a la Propia Imagen, 
y las normas penales que protegen el honor 
(arts. 205 y SS. CP). 

2. Una aproximación al concepto de 
honor.-Aunque todos podamos tener una 
idea intuitiva del honor, resulta complejo 
tratar de definirlo. La LO 1/1982 no aporta 
un concepto de honor. Sí que se pronuncia 
en esta materia, sin embargo, el Tribunal 
Constitucional, que ha establecido que el 
honor «ampara la buena reputación de una 
persona, protegiéndola frente a expresio­
nes o mensajes que puedan hacerla desme­
recer en la consideración ajena al ir en su 
descrédito o menosprecio o al ser tenidas 
en el concepto público por afrentosas» 
(STC 49/200115, de 26 de febrero). O, lo 
que es lo mismo, asegurando el derecho «a 
no ser escarnecido o humillado ante sí mis­
mo o ante los demás (STC 85/1992, de 8 de 
junio, FJ 4)» (ídem). Este aserto alude a la 
doble visión del honor, como criterio obje­
tivo o social (en el que lo que se protege es 
el honor de ataques considerados social­
mente ultrajantes) o subjetivo (en el que lo 
garantizado es el respeto que uno tiene de 
sí mismo), aunque posteriormente el Tri­
bunal se ha decantado por el primero de 
ellos, al afirmar que «el derecho al honor 
prohíbe que nadie se refiera a una persona 
de forma insultante o injuriosa o atentan­
do injustificadamente contra s u reputa­
ción, haciéndola desmerecer ante la opi­
nión ajena, de modo que lo protegido por 
el art. 18.1 CE es la indemnidad de la apre­
ciación que de una persona puedan tener 
los demás, y quizá no tanto la que aquélla 
desearía tener» (STC 14/2003/12, de 28 de 
enero). 

3. Caracterís ticas del dere cho al 
honor.- EI concepto constitucional de 
honor presenta algunas características que 
merecen ser recordadas. 

3.1. La dimen s ión cultural del 
honor. En primer lugar, estamos en pre­
sencia de un «concepto jurídico normativo 
cuya precisión depende de las normas, 
valores e ideas sociales vigentes en cada 
momento» (SSTC 180/1999/4, de 11 de 
octubre; 52/2002/5, de 25 de febrero, 
14/2003/12, de 28 de enero, y 51/2008/3, de 
14 de abril). Aceptar esta premisa supone 
asumir también que el honor es un concep­
to jurídico indeterminado y variable tanto 
en el espacio como en el tiempo. Este dato 
se ve confirmado con la simple lectura del 
art. 2.1 de la LO 111982. 

3.2. Honor y dignidad de la perso­
na. En segundo lugar, el derecho al honor 
se imbrica muy directamente con la digni­
dad de la persona (SSTC 78/1995/2, de 22 
de mayo; 46/2002/6, de 25 de febrero y 
336/1993/4, de 15 de noviembre), constitu­
cionalmente contemplada en el art. 10.1 
CE como fundamento del orden político y 
de la paz social. No es de extrañar, por tal 
motivo, que se haya señalado en multitud 
de ocasiones que estamos ante un derecho 
personalista (SSTC 107/1988/2, de 8 de 
junio; 51/ 1989/ 2, de 22 de febrero; 
121/1989/2, de 3 de julio; 214/1991/6b, de 
11 de noviembre; 336/1993/5A, de 15 de 
noviembre y 139/1995/5, de 26 de septiem­
bre) o que el Tribunal Constitucional lo 
haya incluido entre aquéllos que «son per­
sonalísimos y, en principio, intransferibles 
(ATC 24211998, de 11 de noviembre)» por 
lo que el «titular de los mismos sólo puede 
serlo la persona humana viva (SSTC 
53/1985, de 11 de abril, y 212/1996, de 19 
de diciembre, entre otras)» (STC 3/2005/8, 
de 17 de enero. Ver también las SSTC 
214/1991/3, de 11 de noviembre y 5112008/6, 
de 14 de abril), por lo que es un derecho 
«irrenunciable, inalienable e imprescripti­
ble» (art. 1.3 LO 1/1982). 

3.3 . El honor profesional está constitu­
cionalmente garantizado por el art. 18.1 
CE. El Tribunal ha señalado, en diversas 
ocasiones, que «"el juicio crítico o la infor­
mación divulgada acerca de la conducta 
profesional o laboral de una persona puede 
constituir un auténtico ataque a su honor 
personal", incluso de especial gravedad, ya 
que "la actividad profesional suele ser una 
de las formas más destacadas de manifes­
tación externa de la personalidad y de la 
relación del individuo con el resto de la 
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colectividad, de forma que la descalifica­
ción injuriosa o innecesaria de ese com­
portamiento tiene un especial e intenso 
efecto sobre dicha relación y sobre lo que 
los demás puedan pensar de una persona, 
repercutiendo tanto en los resultados patri­
moniales de su actividad como en la ima­
gen personal que de ella se tenga" (STC 
180/1999, FJ 5). Obviamente, "no toda crí­
tica o información sobre la actividad labo­
ral o profesional de un individuo constitu­
ye una afren ta a su honor personal. La sim­
ple crítica a la pericia profesional en e l 
desempeño de una actividad no debe con­
fundirse sin más con un a tentado al honor" 
(SSTC 180/1999, FJ 5; 282/2000, de 27 de 
noviembre, FJ 3). La protección de l art. 
l 8. 1 CE sólo alcanza "a aquellas críticas 
que, pese a estar forma lmente dirigidas a 
la actividad profesional de un individuo, 
cons tituyen en el fondo una descalificación 
personaL al repercutir directamente en su 
consideración y dignidad ind ividuales, 
poseyendo u n ~special relieve aquellas 
infamias que pongan en duda o menospre­
cien su probidad o su ética en el desempe­
ño de aquella actividad; lo que, obviamen­
te, dependerá de las c ircuns tancias del 
caso, ele quién, cómo, cuándo y de qué for­
ma se ha cuestionado la valía profesional 
del ofendido" (STC 18011999, FJ 5)» (STC 
9/2007/3, de 15 de enero). 

«Procede por ello distinguir también 
aquí (como hace la STC 40/1992) "Jo que 
constituye s imple c rítica a la pericia de un 
profesional en el ejercic io de una actividad 
con un atentado o lesió n a su honor y 
honorabilidad personal", lo cual no puede 
llevar a negar "que la difusión de hechos 
directamente relativos al desarrollo y ejer­
c ic io de la act ividad profesional de una 
persona puedan ser constitutivos de una 
introm is ió n ilegítima en e l derecho al 
honor cuando excedan de la libre crítica a 
la labor profes ional, s iempre que por su 
naturaleza, características y forma en que 
tiene lugar esa divulgación la hagan des­
merecer en la consideración ajena de s u 
dignidad como persona"» (STC 46/1998/4 , 
de 2 de marzo). 

3.4. La doble pro1ección, civil y penal, 
del honor. E n tercer lugar, nuestra legis­
lación prevé una doble vía, penal y civil, 
para que los particulares (en sentido lato) 
puedan defender su honor. 

E l arl. 1.2 LO 1/ 1982 establecía, en su 
versión original, que, «cuando la intromi­
sión sea constitutiva de delito, se estará a 
lo dispuesto en el Código Penal». La Sala 
Primera del Tribunal Supremo entend ió, 
en un concreto caso en el que se cuestio­
naba el ho nor de un Magistrado, que 
podría estarse en presencia de un delito 
perseguible de oficio (desacato), por lo que 
anuló e l proceso civil que se había sustan­
ciado. Este supuesto de hecho ha permiti­
do a l Tribuna l Constitucional aclarar que 
e l Derecho español ofrece dos vías proce­
sales a los jus ticiables, y que son éstos los 
que deben optar, libremente, entre una u 
otra. La Ley Orgánica 10/1995, de 23 de 
noviembre, del Código Penal ha modifica­
do e l art. 1.2 LO 111 982, estableciéndose 
a hora, para que no quede duda alguna, que 
«el carácter delictivo de la intromisió n no 
impedirá el recurso a l procedimiento de 
tutela judic ial p revisto en el artículo 9 de 
esta Ley». También resulta de inte rés, en 
esta materia, la STC 236/2 006, de 17 de 
julio. 

Sen tado este dato, conviene hacer dos 
referencias en relación con el recurso de 
amparo . La primera sería plantearse si el 
Tribunal Consti tucional podría e ntender 
que, para el correcto agotamiento de la vía 
judicial previa [exigido en los arts. 43. 1 y 
44.1.a) LOTC], sería preceptivo que el jus­
ticiable explorara ambas vías procesa les 
a ntes de poder in terponer e l oportuno 
recu rso de amparo. Tal opin ió n sería cues­
tionable dado que la misión que la Consti­
tución asigna al Tribunal Constituc ional es 
la reparación de los derechos funda men ta­
les en procesos judiciales que hayan con­
cluido. 

Por otro lado, resulta obligado recordar 
que aquéllas demandas de a mparo que 
impugnen una resolución penal absoluto­
ria por considerar que ésta cuestiona el 
derecho a l honor es tá n predestinadas a 
obtener en sede constitucional, en el mejor 
de los casos, una Sentencia meramente 
declara tiva (por ejemplo, STC 232/2002, de 
9 de diciembre), dado que «la Constitución 
no otorga n ingú n derecho a obtener con­
denas penales» (SSTC 14 7 /1985/2, de 29 de 
octubre y 41/1997/4, de 10 de marzo, en tre 
otras mL1chas). 

4. Los titulares del Derecho fundamen­
tal. 4.1.-Las personas físicas . No cabe 



DERECHOS FUNDAMENTALES Y SU PROTECCIÓN 173 

ninguna duda de que las personas indivi­
dualmente consideradas están protegidas 
por el derecho fundamental en examen 
(STC 10711988/2, de 8 de junio). Tanto es 
así, que son las únicas que pueden iniciar 
la acción penal por configurarse los delios 
de calumnias (art. 205) e injurias (art. 208) 
como delitos perseguibles a instancia 
exclusiva de parte (art. 215 CP). 

En relación con el concepto de ofendi­
do resulta obligado traer a colación la muy 
relevante, a la par que discutible, STC 
214/1991/6, de 11 de noviembre, en la que 
el Tribunal Constitucional concedió el 
amparo a Violeta Friedman en su condi­
ción de judía, frente a las execrables decla­
raciones realizadas «de forma innominada, 
genérica o imprecisa» contra dicha raza. 
Esta decisión permite alumbrar una pro­
tección del derecho fundamental que, aun­
que difusa, se sigue conectando con la per­
sona física como titular del mismo. 

4.2. Las personas jurídico-priva­
das. Aunque la clásica imbricación del 
derecho al honor con los derechos de la 
personalidad y su vinculación con la dig­
nidad de la persona permitían afirmar, con 
cierta solvencia, que no era posible su ejer­
cicio por parte de las personas jurídico­
privadas, el Tribunal no ha seguido esta 
direcc ión. En efecto, e n la s SSTC 
139/ 1995/4, de 26 de septiembre y 
18311995/2, de 11 de diciembre, ha estable­
cido que las empresas mercantiles son titu­
lares del derecho fundamental. Puede pre­
sumirse que si éste puede ser invocado por 
personas jurídicas de base patrimonial, 
también podrá ser invocado por otras per­
sonas jurídico-privadas de base personalis­
ta (asociaciones, partidos políticos, etc.). 

4.3. Las personas jurídico-públi­
cas. Como resulta elemental, las Adminis­
traciones Públicas no son titulares del 
derecho al honor (cfr. SSTC 107/1988/2, de 
8 de junio, 51/1989/2, de 22 de febrero y 
12111989/2, de 3 de julio, referidas a insti­
tuciones públicas y/o clases determinadas 
del Estado. Ver también la STC 143/1991/4, 
de 1 de julio). Y es que, como señala el Alto 
Tribunal, «es más correcto, desde el punto 
de vista constitucional, emplear los térmi­
nos de dignidad, pres tigio y autoridad 
moral [de las instituciones públicas o de 
clases determinadas del Estado], que son 
valores que merecen la protección penal 

que les dispense el legislador, pero que no 
son exactamente ide ntificables con e l 
honor, consagrado en la Constitución como 
derecho fundamental» (SSTC 107/1988/2, 
de 8 de junio; 121/1989/2, de 3 de julio; 
214/1991/6b, de 11 de noviembre y 
139/1995/4, de 26 de septiembre). Por tal 
motivo, en su ponderación frente a la liber­
tad de expresión debe asignárseles un nivel 
más débil de protección. 

4.4. La protecció n, en especial, de 
menores, incapaces y personas falleci­
das. La propia LO 1/1982 establece espe­
ciales cautelas para la protección del dere­
cho al honor de menores y de personas 
fallecidas. 

En relación con los primeros, para 
implicarles en el consentimiento que pue­
da excluir la existencia de una intromisión 
ilegítima en su honor (art. 3.1 LO 1/1982). 
Ahora bien, el Tribunal se ha molestado en 
recordar, en consonancia con lo estableci­
do en el art. 4.3 LO 1/1996, de 15 de enero, 
de Protección Jurídica del Menor, de modi­
ficación parcial del Código Civil y de la Ley 
de Enjuiciamiento Civil, que «ese consen­
timiento será ineficaz para excluir la lesión 
del derecho a la propia imagen del menor 
si la utilización de su imagen en los medios 
de comunicación puede implicar menos­
cabo de su honra o reputación, o ser con­
traria a sus intereses (STC 158/2009/4, de 
25 de junio). 

La Ley también protege el honor de las 
personas fallecidas (art. 4 LO 1/1982). No 
está claro, al menos para el autor de estas 
lfneas, si en este caso estamos en presencia 
de un derecho fundamental o de un dere­
cho de configuración legal. 

Ha sido habitual, en todo caso, que el 
Tribunal Constitucional no con.fiera mayor 
realce al hecho de que se esté pronuncian­
do sobre el honor de una persona fallecida 
(cfr. SSTC 172/1990, de 12 de noviembre y 
129/2009, de 1 de junio), aunque ha optado 
por señalar, en tiempos más recientes, que 
las personas fallecidas cuentan con una 
protección debilitada del derecho funda­
mental (SSTC 43/2004/5, de 23 de marzo y 
51 /2008/6, de 14 de abril). 

Podría entenderse que estamos ante un 
falso problema, al entender que Ja aflicción 
al honor de una persona fallecida afecta, 
casi siempre, al honor de sus familiares, 
por lo que ya estaríamos en presencia de 
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la lesión de un derecho fundamental ejer­
cido por su titular (ver litularidad de los 
derechos fundamentales''). El Tribunal 
Constitucional ha alentado esta interesan­
te interpretación en la STC 190/1996/2, de 
25 de noviembre, que retoma lo que ya fue 
adelantado en la STC 231/ 1988/4, de 2 de 
diciembre, en relación con el derecho fun­
damental a la intimidad. 

Lo que parece más cuestionable es que 
el Tribunal se pregunte si ha podido verse 
vulnerado el derecho al honor de una per­
sona fallecida en 1968, cuando en ningún 
momento del largo proceso judicial se sus­
citó la eventual afectación de la noticia 
publicada en el honor de sus descendientes 
porque resulta imposible concebir que una 
persona que no tuvo un derecho funda­
mental (ni legal) en vida pueda hacerlo 
valer post mortem. 

5. La delimitación del derecho al 
honor y la s libertades recogidas en el art. 
20. I CE.-EI derecho fundamental al 
honor es, como no puede ser de otra for­
ma, limitado en su alcance y ejercicio. 
Dicha característica deriva no simplemen­
te de su carácter cultural y sociológico 
(« lábil y fluido, cambiante», según SSTC 
170/1994/4, de 7 de junio y 127/2003/6, de 
30 de junio), al que ya hemos hecho refe­
rencia, sino de que suele oponerse al ejer­
cicio de otras libertades constitucionales, 
como son las recogidas en algunos de los 
apartados del art. 20.1 CE. 

5.1. Evolución general de la jurispru­
dencia relacionada con las libert.ades de 
expresión e información vs. el honor. Con 
carácter general debemos recordar que, 
pese a que el art. 20.4 CE dispone que las 
libertades citadas «tienen su límite en el res­
peto a los derechos reconocidos en este 
Título, en los preceptos de las leyes que lo 
desarrollen y, especialmente, en el derecho 
a l honor, a la intimidad, a la propia imagen 
y a la protección de la juventud y de la 
infancia», la jurisprudencia del Tribunal 
Constitucional ha experimentado una 
importante evolución en esta mateda. Si en 
un primer momento optó por establecer 
una protección reforzada de los derechos 
recogidos en el art. 18 .1 con relación a las 
libertades del art. 20.1 CE (AATC 413/1983 
y 41411983, ambos de 22 de septiembre; 
48011986, de 4 de junio y STC 120/1983, de 
15 de diciembre), prefirió en un momento 

posterior equiparar la importancia de los 
derechos fundamentales en juego (lo que le 
llevó a ponderar, en cada caso, cual debía 
prevalece1~ como hizo en Ja STC 120/1986, 
de 17 de julio), terminando por entende1~ 
finalmente, que las libertades del art. 20 CE 
merecen una protección añadida por ser 
esenciales para la pervivencia del Estado 
democrático, que reposa en la existencia de 
una opinión pública libre (SSTC 172/1990/2, 
de 12 de noviembre; 178/ 1993, de 31 de 
mayo; 320/1994, de 28 de noviembre, y 
138/1996/3, de 16 de septiembre, entre otras 
muchas). En efecto, «las libertades de expre­
sión e información (arts. 20.1.a y d CE) tie­
nen una dimensión especial en nuestro 
Ordenamiento en razón de su doble carác­
ter de libertad individual y de garantía de la 
posibilidad de existencia de la opinión 
pública, indisolublemente unida al plmalis­
mo político propio del Estado democrático 
(SSTC 104/1986, de 17 de julio, 78/1995, de 
22 de mayo y 76/2002, de 8 de abril, FJ 3, 
entre otras muchas). Entiende ahora el Tri­
bunal Constitucional, en consonancia con 
lo anterior, que "la dimensión constitucio­
nal del conflicto hace insuficiente el criterio 
subjetivo del aninws iniuriandi tradicional­
mente utilizado por la Jurisprudencia penal 
para el enjuiciamiento de este tipo de deli­
tos" (por todas, STC 266/2005, de 24 de 
octubre, FJ 4)» (STC 108/2008/3, de 22 de 
septiembre). 

5.2. Distinción entre expresión e infor­
macwn. En esta jurisprudencia, el Tri bu­
nal Constitucional ha distinguido la liber­
tad de expresión de la de información. La 
primera tiene por objeto «los pensamien­
tos, ideas y opiniones (concepto amplio 
que incluye las apreciaciones y los juicios 
de valor)», mientras que la segunda «Se 
refiere a la difusión de aquellos hechos que 
merecen ser considerados noticiables» 
(STC 76/2002/2, de 8 de abril). Aunque 
ambas «tienen una dimensión especial en 
nuestro Ordenamiento en razón de su 
doble carácter de libertad individual y de 
garantía de la posibilidad de existencia de 
la opinión pública, indisolublemente unida 
al pluralismo político propio del Estado 
democrático (SSTC 10411986, de 17 de 
julio, y 78/1995, de 22 de mayo, entre otras 
muchas)» (STC 76/2002/3, de 8 de abril), 
se ven limitadas por el derecho al honor 
(art. 20.4 CE y SSTC 297/2000/7, de 11 de 
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diciembre; 49/2001/5, de 26 de febrero y 
76/2002/2, de 8 de abril). 

5.3. Los conflictos entre el honor y las 
libertades de expresión e información. 

5.3 .1. La necesaria ponderación. Las 
contiendas que se produzcan entre el dere­
cho al honor y a las libertades del art. 20 
se resuelven, siempre, a través de la pon­
deración de los derechos en conflicto. 
Cuando tal debate se produce ante el Tri­
bunal Constitucional, éste realiza su pro­
pio examen de las declaraciones cuestio­
nadas, sin limitarse a revisar las resolucio­
nes judiciales cuestionadas en amparo 
(SSTC 180/1999/3, de 11 de octubre; 
49/2001/4, de 26 de febrero y 76/2002/2, de 
8 de abril). 

5.3.2. La protección constitucional de 
la información veraz. A la información se 
le exige algo (que, manifiestamente, resul­
ta inidóneo para expresar opiniones y 
creencias), y es que sea, como indica el 
propio art. 20.1.d) CE, veraz. Solamente la 
información veraz se encuentra amparada 
por la Constitución. «La veracidad de la 
información no debe confundirse con una 
exigencia de concordancia con la realidad 
incontrovertible de los hechos, sino que en 
rigor únicamente hace referencia a una 
diligente búsqueda de la verdad que asegu­
re la seriedad del esfuerzo informativo 
(SSTC 219/1992, de 3 de diciembre, y 
41/1994, de 15 de febrero)» (STC 76/2002/3, 
de 8 de abril). «Las noticias, para gozar de 
protección constitucional, deben ser dili­
gentemente comprobadas y sustentadas en 
hechos objetivos (SSTC 192/99, de 25 de 
octubre, FJ 7, y 110/2000, de 5 de mayo, 
FJ 8, y SSTEDH caso Sunday Times, de 26 
de abril de 1979, y caso Duroy y Malaurie, 
[de] 3 de octubre de 2000), debiendo acre­
ditarse la malicia del informador (STC 
192/1999, de 25 de octubre, FJ 6)» (ídem). 
El canon es, sin embargo, de menor calado 
en el supuesto de que el medio se limite a 
trasladar una información obtenida de otro 
lugar (reportaje neutral), ya que «Se satis­
face con la constatación de la verdad del 
hecho de la declaración, pero no se extien­
de en principio a la necesidad de constatar 
la verdad de Jo declarado, pues tal respon­
sabilidad sólo sería exigible por lo general 
al autor de la declaración» (STC 52/1996, 
de 26 de marzo). 

La veracidad sirve, en principio, para 
legitimar la eventual afectación en el dere­
cho al honor, atendiendo, como resulta 
lógico, al contenido (veraz o no) de la infor­
mación dada y no a la forma en que la mis­
ma se obtuvo. En efecto, «por muy ilegíti­
ma que, desde ese enfoque, pudiese resul­
tar una información determinada, ello no 
la transformaría en inveraz ni, por tanto, 
en lesiva del honor» (SSTC 158/2003/5, de 
15 de septiembre; 54/2004/6, de 15 de abril; 
53/2006112, de 27 de febrero y 216/2006/5, 
de 3 de julio). 

Sin embargo, el Tribunal Constitucio­
nal ha considerado, en algunas ocasiones, 
que la veracidad de la información trans­
mitida no excluye la eventual lesión del 
derecho al honor, ya sea porque, de forma 
imprecisa, se mezcla la situación del recu­
rrente (detenido por librar un cheque sin 
fondos) con ladrones y estafadores (STC 
219/1992, de 3 de diciembre, que se acom­
paña con dos Votos Particulares discrepan­
tes) o porque se cuestione que la policía 
(que no es titular de las libertades del art. 
20. l CE) facilite una foto de una persona 
detenida que produzca un menoscabo en 
su reputación social (STC 14/2003/8, de 28 
de enero). 

5.3.3. El canon de la relevancia pública 
de lo expresado o informado. En todo 
caso, las restricciones que las libertades de 
expresión e información ocasionen sobre 
el derecho al honor son, en principio, razo­
nables cuando las opiniones o informacio­
nes versan sobre asuntos de trascendencia 
pública, que merecen especial protección 
cuando estamos en presencia de informa­
ción de interés público (STC 49/2001/6, de 
26 de febrero) que es difundida a través de 
un medio de comunicación social (SSTC 
107/1988, de 8 de junio, y 15/1993, de 18 
de enero). El alcance efectivo del derecho 
al honor dependerá así, en cada caso, del 
contexto en el que se produzca la presunta 
agresión. Es muy relevante, por ejemplo, 
que la persona concernida por la opinión 
o información tenga una dimensión públi­
ca o que sea afectado por hechos que son 
objetivamente noticiables. 

Con carácter general puede afirmarse 
que «las personas que ejercen funciones 
públicas, o resultan implicadas en asuntos 
de relevancia pública, deben soportar un 
cierto mayor riesgo de injerencia en sus 
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derechos de la personalidad que las perso­
nas privadas » (SSTC 19/1996, de 12 de 
febrero y 68/2008/3c, de 23 de junio). «Pero 
como ha declarado este Tribunal, ello no 
significa en modo alguno que, en atención 
a su carácter público, dichas personas que­
den privadas de ser titulares del derecho a l 
honor que el art. 18. l CE garantiza (SSTC 
190/1992/S y 10511990/8)» (STC 336/1993/ 
Sa, de lS de noviembre). 

5.3.4. los límites absolutos de las liber­
tades de expresió11 e inf'omzación. En todo 
caso, el Tribunal Constitucional establece 
límites expresos a las libertades de expre­
sión y de información. Recuerda expresa­
mente que «esta libertad no protege a quie­
nes, defraudando el derecho de todos a 
recibir información veraz, actúan con 
menosprecio de la verdad o falsedad de lo 
comunicado, comportándose ele manera 
negligen te e irresponsable al transmitir 
como hechos verdaderos s imples rumores 
carentes de toda constatación o meras 
invenciones o insinuaciones insidiosas» 
(STC 172/1990, de 12 de noviembre, FJ 3). 
Por otra parte, si bien el límite de las liber­
tades de expresión e información se encuen­
tra en el empleo de «expresiones induda­
blemente injuriosas sin relación con las 
ideas u opiniones que se expongan y que 
resulten innecesarias para su exposición 
(SSTC 1 OS/1990, de 6 de junio, F. 4 , y 
l 12/2000, de S de mayo, F. 6), no es menos 
cierto que[ .... ] la Constitución no reconoce 
en modo alguno (ni en ese ni en ningún 
otro precepto) un pretendido derecho al 
insulto. La Constitución no veda, en cua­
lesquiera circunstancias, el uso de expre­
siones hirientes, moles tas o desabridas , 
pero de la protección constitucional que 
otorga el art. 20. la) CE están excluidas las 
expresiones absolu tamente vejatorias; es 
decir, aquéllas que, dadas las concretas cir­
cunstancias del caso, y al margen de su 
veracidad o inveracidad, sean ofensivas u 
oprobiosas y resulten impertinentes para 
expresar las opiniones o informaciones de 
que se trate (SSTC 10711988, de 8 de junio; 
1/1998, de 12 de enero; 200/1998, de 14 de 
octubre; 180/1999, de 11 de octubre; 
192/1999, de 25 de octubre; 6/2000, de 17 
de enero; 1 10/2000, de S de mayo; y 49/2001, 
de 26 de febrero)» (STC 204/iOOi, de IS de 
octubre, FJ 4). En particular, «hemos esti­
mado constitucionalmente ilícitos los ape­
lativos formalmente injuriosos o las frases 

de descalificación personal en supuestos en 
que resultaban «innecesarios para la labor 
informativa», esto es, en casos en los que 
no resultaban meras repeticiones abrevia­
das de los hechos declarados veraces, sino 
que les añadían un plus lesivo del honor 
(SSTC 1 OS/1990, de 6 de junio, F. 8; 8S/l 992, 
de 8 de junio, F. S; 232/1993, de 12 de julio, 
F. 2; 33611993, de l S de noviembre, F. S; 
170/1994, de 7 de junio, F. 4; 122/1 99S, de 
18 de julio, F. 3; 192/1999, de 2S de octubre, 
F. 8; 6/2000, de 17 de enero, F. S)» (STC 
297/2000, de 11 de diciembre, FJ l 0). 

S.4. los confliclos e111re el honor y la 
libre producción y creació11 literaria y artís­
tica. La STC Sl/2008/S, de 14 de abril, 
establece que la protección del derecho al 
honor debe ser matizada cuando se opone 
a creaciones literarias, amparadas directa­
mente por el arl. 20.1.b) CE (ver Derecho a 
la producción y creació11 li1eraria ,.,)y que se 
encuentran estrechamen te vinculadas con 
la Ji bertad de expresión artística (SSTC 
l 53/l 98S/S, de 7 de noviembre y, especial­
mente, 43/2004/5, de 23 de marzo). La libre 
creación literaria, que posee un contenido 
autónomo y más extenso que la libertad de 
expresión, protege la libertad del propio 
proceso creativo literario frente a cualquier 
forma de censura previa o de injerencias 
públicas o privadas. La creación literaria 
conforma siempre, aunque se ocupe de 
personas reales, realidades que no se iden­
tifican con Ja realidad empírica. Esto expli­
ca que a la misma no se le puedan aplicar 
los mismos criterios (veracidad, relevancia 
pública de lo relatado) que a la libertad de 
información. De hecho, <da propia libertad 
de creación literaria ampara dicha desco­
nexión con la realidad, así como su trans­
formación para dar lugar a un universo de 
ficción nuevo», pudiendo valerse el autor 
de recursos literarios, como la exageración 
en la descripción de personajes reales, para 
cumpli r con su función narrativa. 

S.S. los con(/.ictos en tre el honor y la 
libre producción y creación científica. Esta 
libertad también se recoge en el art. 20.1.b) 
CE, y a ella se ha aludido extensamente en 
la STC 43/2004/S, de 23 de marzo, enten­
diendo que formaba parte de la misma la 
elaboración de un documental histórico en 
el que se aludía a l desarrollo de un ju icio 
sumarísimo celebrado durante la guerra 
civil. El Tribunal entiende que la libertad 
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científica disfruta de una protección acre­
cida en relación con las libertades de expre­
sión e información cuando se refiere a 
hechos del pasado que afecta a personas 
fallecidas (y «cuya personalidad [ ... ] se ha 
ido diluyendo necesariamente como con­
secuencia del paso del tiempo»). Se afirma 
que la investigación histórica es, «por defi­
nición, polémica y discutible», y que el 
debate histórico debe ser protegido «por el 
papel esencial que desempeña en la forma­
ción de una conciencia histórica adecuada 
a la dignidad de los ciudadanos de una 
sociedad libre y democrática», por lo que 
«debe prevalecer, en su difusión pública, 
sobre el derecho al honor de tales personas 
cuando efectivamente se ajuste a los usos 
y métodos característicos de la ciencia his­
toriográfica». Tal protección se asegura 
asumiendo el hecho de que «la libertad 
científica comporta una participación sub­
jetiva de su autor, tanto en la manera de 
interpretar las fuentes que le sirven de base 
para su relato como en la elección del 
modo de hacerlo» (STC 43/2004/5, de 23 de 
marzo). De esta manera, «la discusión his­
tórica está abierta a la participación y a la 
réplica en su contexto propio y por sus 
medios característicos, pero no puede 
estarlo a la solución jurídica, cuya verdad 
no es, por definición, la que se persigue y 
construye con el método histórico» (STC 
43/2004/8, de 23 de marzo). 

5.6. La mayor intensidad del derecho 
al honor frente a los poderes públicos. El 
Tribunal Constitucional ha subrayado la 
diferente posición en la que se encuentran 
los ciudadanos y las ins tituciones públicas 
en cuanto al disfrute de las libertad de 
expresión, pues, «mientras aquéllos gozan 
de libertad para criticarlas, las institucio­
nes encuentran su actuación vinculada a 
los fines que les asigna el ordenamiento 
jurídico, entre los que no se encuentra cier­
tamente el de atribuir calificativos a sus 
administrados» (ATC 19/1993/2, de 21 de 
enero y STC 69/2006/4b, de 13 de marzo). 

Esta afirmación es consecuente con la 
idea, evidente, de que mientras que las 
libertades de expresión y de información 
favorecen a las personas físicas y jurídico­
privadas (especialmente, a los informado­
res), «en ningún caso son titulares de los 
referidos derechos fundamentales las ins­
tituciones públicas o sus órganos (en rela-

ción con la libertad de expresión, SSTC 
185/1989, de 13 de noviembre, FJ 4; 
254/1993, de 20 de julio, FJ 7; en relación 
con las libertades de expresión e informa­
ción, ATC 19/1993, de 21 de enero)» (STC 
14/2003/8, de 28 de enero). 

La relevancia de esta afirmación se evi­
dencia cuando se recuerda que el ejercicio 
lícito de las mentadas libertades opera como 
causa excluyente de la eventual responsabi­
lidad penal que pudiera exigirse para pro­
teger el derecho a l honor (cfr. SSTC 
104/l 986/6y7, de 13 de agosto; 42/1995/2, de 
18 de marzo; 19/1996/2, de 12 de febrero; 
232/1998/5, de 30 de diciembre; 127/2004/2, 
de 19 de julio; 39/2005/3, de 28 de febrero; 
266/2005/4, de 24 de octubre; 278/2005/3, de 
7 de noviembre y 29/2009/3, de 26 de ene­
ro), lo que ocurrirá siempre que «el ejercicio 
de esas libertades se ha llevado a cabo den­
tro del ámbito delimitado por la Constitu­
ción (en este sentido, y por todas SSTC 
110/2000, de 5 de mayo; 297/2000, de 11 de 
diciembre; 2/2001, de 15 de enero)» (STC 
148/2001, de 27 de junio, FJ 3 ah initio )» 
(STC 232/2002/5, de 9 de diciembre). 

Sin embargo, no se puede invocar el 
derecho al honor con e l fin de evitar la 
apertura, sustanciación y resolución de los 
distintos expedientes que se puedan pro­
ducir en la vida cotidiana (vid., con carác­
ter general, la STC 5011983/3, de 14 de 
junio). Desde este punto de vista, resultan 
inadmis ibles (expresado sea en términos 
estrictamente procesales) las alegaciones 
que vinculen la vulneración del derecho 
fundamental en examen a la imposición de 
una sanción administrativa, laboral o judi­
cial (como pueden ser la retirada del carnet 
de conducir, un despido disciplinario o una 
sentencia penal condenatoria - AATC 
487/1984/2, de 26 de julio; 1322/1987, de 
23 de noviembre y STC 16/1981/10, de 18 
de mayo, respectivamente-). Tampoco 
cuando los mismos concluyen con el archi­
vo (cfr., en relación con el sobreseimiento 
libre penal, el a rt. 638 LECr.). Sin embar­
go, la libertad de opinión es más extensa 
en el marco de un proceso judicial, ya sea 
actuando como parte procesal (STC 
299/2006/5, de 23 de octubre) o como 
Letrado (STC 15711996/5, de 15 de octu­
bre), ya que sirve estrechamente al derecho 
de defensa. 
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F. J. MATIA PORTILLA 

DERECHO A LA INTIMIDAD 

1. Delimitación del estudio: la intimi­
dad como derecho y como bien.-Cualquier 
ensavo sobre la intimidad debe ser precedi­
do de algunas consideraciones introducto­
rias, que contribuyan a delimitar, de forma 
precisa y ordenada, cuál será su contenido. 
Tal necesidad deriva, fundamentalmente, de 
dos circunstancias. La primera, el generoso 
volumen de palabras que pueden entender­
se como sinónimos (intimidad, vida priva­
da, privacidad,privacy, etc.) y que acaso no 
lo sean. La segunda, el imprescindible des­
linde de la intimidad concebida como dere­
cho de la intimidad entendida como bien. 

1.1. La distinción entre intimidad y 
otras figuras cercanas. Es habitual oír 
hablar de intimidad, privacidad y vida pri­
vada. Aunque en el lenguaje coloquial pue­
dan concebirse como términos sinónimos, 
no es posible realizar esa equiparación en 
un estudio doctrinal. Es verdad que el pri­
mer estudio sobre la intimidad, el clásico 
trabajo de Samuel D. Warren y Louis D. 
Brandeis, se tituló the right 10 privacy, lo 
que podría abonar la tes is de que nos 
encontramos ante dos términos sinónimos, 
pero hay que tener presente, sin embargo, 
que la noción de intimidad descrita por Jos 
autores citados (en la línea del derecho a 

ser dejado en paz enunciado previamente 
por el Juez Cooley), ha experimentado una 
profunda evolución en el Derecho norte­
americano y, a través de su inclusión en el 
Convenio Europeo de Derechos Humanos, 
en los ordenamientos europeos, incorpo­
rando ahora nuevos elementos. 

En efecto, mientras que la intimidad es 
un clásico derecho civil de resistencia, en 
el que lo único que se espera del Estado (y, 
en su caso, de los particulares) es que ni 
accedan ni difundan datos que son consi­
derados, objetivamente, íntimos, el dere­
cho a la vida privada consiste en que el 
Estado asegure (contenido positivo) que 
podamos desaITollar nuestra vida con ple­
na autonomía. La distinta imbricación del 
derecho a la intimidad con la dignidad de 
la persona o con el libre desarrollo de la 
personalidad encierra una profunda alte­
ración del régimen jurídico del derecho 
fundamental, especialmente visible en lo 
que atañe a su eventual extensión. Si uno 
opta por una visión estricta de la intimidad 
(por proteger, en puridad, la intimidad de 
la vida privada), solamente podremos reac­
cionar ante las ilícitas maneras de acceder 
a datos o informaciones que son (o deben 
ser considerados, por decisión constitucio­
nal) íntimos. Podremos así reaccionar ante 
la publicación de una noticia que aluda a 
aspectos íntimos de nuestra existencia. Si 
esperamos algo más del derecho a la inti­
midad (más correctamente, del derecho a 
la vida privada), y lo conectamos con el 
libre desarrollo de la personalidad, podre­
mos entender que la decisión de la mujer 
de abonar debería ser respetada por el 
Estado o que éste debe tomar medidas que 
permitan a los ciudadanos vivir en un 
enlürno medioambiental adecuado. 

En las líneas siguientes, utilizaremos el 
término intimidad. No solamente porque 
es el que se recoge en el art. 18.l CE (se 
garantiza el derecho"ª la intimidad perso­
nal y familiar»), sino porque en tendemos 
que el único derecho fundamental recogi­
do en nuestra Constitución es el referido a 
la «intimidad de la vida privada», aunque 
no sea éste el parecer del Tribunal Consti­
tucional. 

1.2. La intimidad como derecho y 
como bien jurídico protegido. Se acaba de 
indicar que nuesu·a Constitución garantiza 
el derecho a la intimidad en su arl. 18.1 
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